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 Sección II. Consultas 

De interés general 

Otorgamiento de sumas de dinero en 
concepto de ayudas económicas para 
cancelar deudas por finalización de 
estudios 

Consulta C-017-25 de 27 de enero  de 2025 

El director general, encargado, del Instituto 
para la Formación y Aprovechamiento de los 
Recursos Humanos (IFARHU) consulta si di-
cha institución puede llevar a cabo lo 
siguiente: 

• Abstenerse de pagar las ayudas económi-
cas que fueron concedidas para cancelar 
deudas relacionadas con la finalización de 
estudios, cuando esta figura no está con-
templada en la ley o en los reglamentos 
correspondientes. 

• Revocar las resoluciones que otorgaron 
ayudas económicas, al carecer estas de 
sustento jurídico o presupuestario. 

• Conceder a particulares sumas en concepto 
de ayudas económicas o otros donativos 
para cancelar deudas relacionadas con la fi-
nalización de estudios. 

La concesión o no de sumas de dinero a par-
ticulares, en concepto de ayudas económicas 
u otros donativos para cancelar deudas rela-
cionadas con la finalización de estudios, cos-
tos de diplomas o trabajos de graduación, ca-
rece de sustento jurídico si tales figuras no se 
encuentran previamente establecidas y regu-
ladas en una ley. En consecuencia, conforme 
al principio de legalidad consagrado en el ar-
tículo 18 de la Constitución Política, en con-
cordancia con el artículo 34 de la Ley 38 de 
2000, dichas actuaciones podrían contravenir 
el ordenamiento jurídico vigente y dar lugar a 

actuaciones ilegales por parte de las autorida-
des que las emitan. 

Consideramos importante reiterar lo ya ex-
puesto en las notas C-293-24 de 30 de di-
ciembre de 2024 y C-008-25 de 14 de enero 
de 2025, en las que señalamos que IFARHU 
fue constituido mediante la Ley 1 de 11 de 
enero de 1965, como una institución con pa-
trimonio propio, sujeta a la vigilancia de Ór-
gano Ejecutivo, a través del Ministerio de 
Educación, y a la fiscalización de la Contralo-
ría General de la República, con el objetivo 
primordial de desarrollar un programa que ga-
rantice el adecuado aprovechamiento en la 
formación técnica y la utilización racional del 
recurso humano de la República, como medio 
para acelerar el desarrollo económico y 
social. 

La ley otorgó al IFARHU la facultad de recibir 
y tramitar las ofertas de becas de personas o 
entidades públicas o privadas, nacionales, ex-
tranjeras o internacionales, para estudiantes y 
profesionales panameños, y de seleccionar, 
en coordinación con dichas personas o enti-
dades, a los beneficiados. 

La potestad revocatoria o anulación opera ba-
jo supuestos específicos y recae exclusiva-
mente en la autoridad que emitió el acto ad-
ministrativo, con la finalidad de evitar que las 
instituciones del Estado incurran en decisio-
nes arbitrarias que vulneren o desconozcan 
injustificadamente los derechos de terceros. 
En ese sentido, el artículo 62 de la Ley 38 del 
3 1 de 2000 establece los supuestos en los 
cuales las entidades públicas pueden revocar 
de oficio una resolución en firme. 

De lo anterior, queda claro que las entidades 
del estado solo pueden revocar de oficio una 
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resolución en firme cuando se cumpla alguno 
de los cuatro supuestos establecidos en el ar-
tículo 62 de la Ley 38 de 2000, sin perjuicio 
de que el interesado pueda interponer los re-
cursos que la ley le permita. 

La Procuraduría concluye —y comparte el cri-
terio jurídico expresado en su nota— que no 
es viable que el IFARHU otorgue sumas de 
dinero a particulares en concepto de ayudas 
económicas para cancelar deudas estudianti-
les, sin que dicho programa o beneficio se en-
cuentre debidamente contemplado en la ley o 
los reglamentos correspondientes.  

Ahora bien, respecto de la revocatoria de las 
resoluciones que conceden ayudas económi-
cas (como las indicadas en su consulta), la 
Procuraduría opina que toda entidad pública 
tiene la facultad, conforme a la ley, de conti-
nuar o no un trámite de acuerdo con la nor-
mativa vigente. Por lo tanto, el IFARHU tiene 
la potestad de decidir, si revoca o no de oficio 
dichas resoluciones, atendiendo a los supues-
tos establecidos en el artículo 62 de la Ley 38 
de 2000, reformado por el artículo 3 de la Ley 
65 de 2009. 

De interés general 

Presunción de legalidad de actos 
administrativos materializados 

C-009-25 de 14 de enero de 2025 

Se consulta acerca del procedimiento que de-
be llevar a cabo el gerente general del Banco 
de Desarrollo Agropecuario en relación con la 
separación y destitución de un funcionario de 
dicha institución. 

Para dar respuesta a la consultante, la Procu-
raduría de la Administración estima necesario 
brindar orientación en lo que respecta a la 
presunción de legalidad de los actos adminis-
trativos y del agotamiento de la vía 
gubernativa. 

Al respecto, señala la Procuraduría que la 
doctrina administrativa ha reconocido el prin-
cipio de presunción de legalidad como la con-
vicción, fundada en la Constitución y en la ley, 
en virtud de la cual se estima o asume que un 
acto emanado de quien ostenta la calidad de 
funcionario público, y dictado en ejercicio de 
sus funciones, fue expedido conforme al or-
den jurídico, es decir, cumpliendo las condi-
ciones formales y sustanciales necesarias pa-
ra que dicho acto sea válido y, por ende, pue-
da llegar a ser eficaz. 

En este orden de ideas, el autor colombiano 
Sánchez Torres, en su obra Teoría general 
del acto administrativo, señala que la presun-
ción de legalidad significa que, una vez emiti-
dos los actos administrativos, se considera 
que están ajustados a derecho, esto es, a las 
normas jurídicas que le son de obligatoria ob-
servancia y cumplimiento. Agrega que el fun-
damento de esta presunción radica en la cele-
ridad y seguridad que deben prevalecer en la 
actividad administrativa, toda vez que la legiti-
midad del acto administrativo no requiere ser 
declarada previamente por los tribunales, ya 
que ello entorpecería la actuación administra-
tiva, la cual debe realizarse en interés público. 

En ese sentido, el artículo 15 del Código Civil, 
en concordancia con el artículo 46 de la Ley 
38 de 2000, consagra el principio de presun-
ción de legalidad de los actos administrativos, 
el cual establece que las órdenes y demás 
actos en firme del Gobierno central o de las 
entidades descentralizadas de carácter indivi-
dual “tienen fuerza obligatoria, y serán aplica-
dos mientras sus efectos no sean suspendi-
dos, no se declaren contrarios a la Constitu-
ción Política, a la Ley o a los reglamentos ge-
nerales por los tribunales competentes”. 

En cuanto a la aplicación de este principio, la 

Sala Tercera de lo Contencioso Administrati-

vo de la Corte Suprema de Justicia, en sen-

tencia de 12 de noviembre de 2008, señaló lo 

siguiente: 
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Dentro del marco explicativo del negocio 

jurídico que se ventila, vale la pena indicar 

en cuanto al principio de legalidad de los 

actos administrativos se refiere, llamado 

así por la doctrina administrativa, se 

asume que, todo acto emanado de quien 

ostenta la calidad de funcionario y dictado 

en ejercicio de sus atribuciones, tiene 

validez y eficacia jurídica hasta tanto 

autoridad competente no declare lo 

contrario; en consecuencia, es hasta ese 

momento que reviste de legalidad y obliga 

a los actos proferidos por autoridad 

competente para ello. 

De interés local 

Competencia del Ministerio de 
Desarrollo Social para participar en 
procesos de lanzamiento y desalojo 

Consulta C-SAM-001-25 de 15 de enero de 
2025. 

La ministra de Desarrollo Social consulta 
acerca de temas que guardan relación con la 
participación del ministerio a su cargo en pro-
cesos de lanzamiento y desalojo, y certifica-
ción del estado de vulnerabilidad de las par-
tes intervinientes en dichos procesos. 

La Procuraduría responde a la consultado se-
ñalando que el Ministerio de Desarrollo So-
cial, en el marco de sus atribuciones y funcio-
nes, no tiene competencia para participar en 
procesos de controversia civil de desalojo y 
lanzamiento, actuaciones que, conforme a lo 
dispuesto en el numeral 5 del artículo 31 de la 
Ley 16 de 17 de junio de 2016,  “Que instituye 
la Justicia Comunitaria de Paz y dicta otras 
disposiciones sobre Mediación y Conciliación 
Comunitaria”, corresponden a los jueces de 
paz. A ello se suma el hecho de que se trata 
de asuntos civiles y comunitarios tramitados 
entre partes, tal como lo establece el artículo 

18 del Decreto Ejecutivo 205 de 28 de agosto 
de 2018, que reglamenta dicha ley. 

En ese sentido, la Procuraduría expone los 
argumentos y fundamentos jurídicos que sus-
tentan su conclusión: 

La Ley 29 de 1 de agosto de 2005, con sus 
modificaciones, establece en su artículo 2 que 
el Ministerio de Desarrollo Social es la entidad 
rectora de las políticas, planes y programas 
en materia de equidad y/o desarrollo social, 
particularmente de aquellas iniciativas desti-
nadas a erradicar la pobreza, brindar protec-
ción social a las personas, familias o grupos 
vulnerables en distintos momentos del ciclo 
vital, promover la movilidad e integración so-
cial y garantizar la participación con igualdad 
de oportunidades en la vida nacional. La pro-
pia normativa señala las funciones que, como 
ente rector de la política social, corresponde 
aplicar, entre las cuales se encuentran la for-
mulación, coordinación, articulación, imple-
mentación, seguimiento y evaluación de di-
chas políticas. 

De igual forma, el artículo 5 de la citada Ley 
29 establece las funciones del Ministerio de 
Desarrollo Social, así: 

Artículo 5. El Ministerio de Desarrollo Social 

tendrá las siguientes funciones: 

1. Hacer efectivo el cumplimiento de las dis-

posiciones constitucionales y legales refe-

rentes a la previsión, promoción, coordi-

nación, articulación e implementación de 

las políticas sociales de los grupos de 

atención prioritaria, dentro del contexto de 

la familia y la comunidad. 

2. Dar seguimiento y evaluar las políticas so-

ciales dirigidas a los grupos de población 

de atención prioritaria, dentro del contexto 

de la familia y la comunidad. 

3. Promover y realizar investigaciones socia-

les con un elevado nivel de rigurosidad 

científica, que faciliten y sustenten la for-

mulación, el seguimiento, la evaluación y 

el perfeccionamiento de las políticas so-
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ciales dirigidas a los grupos de población 

de atención prioritaria, dentro del contexto 

de la familia y la comunidad. 

4. Planificar, promover, dar seguimiento y 

evaluar la aplicación de políticas destina-

das al desarrollo social de las poblaciones 

indígenas, en el marco del respeto a su 

identidad cultural y a las autonomías y de-

rechos que les concede la Ley. 

5. Actuar como instancia de concertación 

entre el gobierno y la sociedad civil orga-

nizada para promover el desarrollo hu-

mano y social de los grupos de población 

de atención prioritaria, dentro del contexto 

de la familia y la comunidad. 

6. Actuar como ente rector y autoridad cen-

tral en materia de adopciones. 

7. Ejercer las demás funciones que esta-
blezcan la ley y los reglamentos. 

Al realizar un examen detallado de las funcio-
nes específicas del Ministerio de Desarrollo 
Social, contenidas en el artículo 5 de la citada 
Ley 29 de 2005, la Procuraduría no observa 
atribución alguna  que faculte a dicha entidad 
a participar en procesos de controversia civil 
de desalojo y lanzamiento por intruso, ni en 
su ejecución dentro de la jurisdicción especial 
de justicia comunitaria de paz. 

Respecto al cuarto tema consultado, de la 
normativa mencionada no se desprende que 
Ministerio de Desarrollo Social tenga funcio-
nes de certificación del estatus social o de 
vulnerabilidad de las partes o intervinientes 
en este tipo de procesos, ni de brindar aten-
ción psicológica y social a las personas objeto 
de desalojo o lanzamiento. Por el contrario, la 
entidad competente sería el Instituto de Medi-
cina Legal y Ciencias Forenses, toda vez que 
se le atribuyen estas facultades, entre otras, 
en el numeral 2 del artículo 2 y el numeral 1 
del artículo 19 de la Ley 50 del 13 de diciem-
bre de 2006, "Que reorganiza el Instituto de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses". En con-
secuencia, la casa de justicia de paz, de con-
siderarlo necesario, deberá auxiliarse y apo-

yarse en dicha institución, conforme lo esta-
blece el artículo 20 del Decreto Ejecutivo 205 
del 28 de agosto de 2018, que reglamenta la 
Ley 16 de 17 de junio de 2016. 

Frente a su inquietud concerniente a la nega-
tiva del Ministerio de Desarrollo Social de par-
ticipar en procesos de lanzamiento o desalo-
jo, cualquier tipo de sanción administrativa se-
ría improcedente, toda vez que, conforme a lo 
expuesto y de acuerdo con el procedimiento 
establecido en la normativa vigente relativa a 
la justicia comunitaria de paz, no se exige co-
mo requisito  para ejecutar un lanzamiento y/o 
desalojo la participación de dicho Ministerio. 
En consecuencia, imponerle una sanción se-
ría contrario al principio de legalidad. 

En cuanto al último tema consultado, relacio-
nado con la competencia para realizar el cen-
so de personas que se encuentran ubicadas 
en un inmueble dentro de un proceso de 
desalojo, la Procuraduría indica que,  de con-
formidad con la estructura organizacional del 
Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Terri-
torial, contenida en el Decreto Ejecutivo 95 de 
11 de diciembre de 2007, "Por el cual se 
aprueba la reestructuración administrativa del 
Ministerio de Vivienda, se crean varias direc-
ciones y otras unidades administrativas, y se 
asignan funciones a varias direcciones del Mi-
nisterio de Vivienda", específicamente en su 
artículo 14, la Dirección de Desarrollo Social 
contará, entre otras unidades administrativas, 
con el Departamento de Investigación y Análi-
sis Social y el departamento de Trabajo 
Social. 

Asimismo, el artículo 15 del citado decreto 
ejecutivo establece que corresponde a la Di-
rección de Desarrollo Social, entre otras fun-
ciones, la preparación, formulación, ejecu-
ción, evaluación y seguimiento de planes, 
programas y propuestas habitacionales; la 
coordinación con las demás unidades admi-
nistrativas o ejecutoras del Ministerio de Vi-
vienda, las autoridades locales, entidades pú-
blicas, privadas, particulares, organizaciones 
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cívicas y otras, para que contribuyan directa o 
indirectamente en el ejercicio de sus activida-
des. Adicionalmente, dicha dirección tiene la 
responsabilidad de orientar a la población so-
licitante en las soluciones habitacionales, así 
como captar formalmente la demanda habita-
cional mediante solicitudes y la demanda po-
tencial mediante la aplicación de encuestas u 
otros medios que se consideren pertinentes. 

Por las razones antes expuestas, la Procura-
duría concluye que, con base en las disposi-
ciones citadas, corresponde a la Dirección de 
Desarrollo Social del Ministerio de Vivienda y 
Ordenamiento Territorial, a través de sus dife-
rentes departamentos, coordinar las acciones, 
actividades o tareas relativas a la elaboración 
de estudios, evaluaciones e informes relacio-
nados con las familias en riesgo social en ma-
teria habitacional. 

Haga clic sobre el número de la consulta para acceder al texto completo. 

MATERIA N.° MATERIA N.° 

Expedición de certificación 

de usufructo de uso de terre-

nos por los jueces comunita-

rios 

C-SAM-008-25 

Aplicación del Código de 

Trabajo a la relación labo-

ral pública 

C-083-25 

Otorgamiento de permisos 

de quema 
C-CHE-004-25 

Procedimiento para la 

escogencia de la junta de 

desarrollo local 

C-SAM-012-25 

Expedición de leyes que 

modifiquen o deroguen de-

cretos de gabinete y decre-

tos ejecutivos 

C-055-25 

Competencia para cono-
cer de las faltas adminis-
trativas de los jueces de 
paz 

C-SAM-016-25 

Derogatoria tácita de acuer-

do municipales 
C-CL-001-25 

Requisitos para para as-
pirar a la posición de 
práctico. 

C-109-25 

Procedimiento de lanzamien-

to por intruso 
C-SAM-013-25 

Expedición de certifica-
dos de salud mental 

C-095-25 

Derecho de propiedad de 

una junta comunal sobre 

bienes inmuebles 

C-CO-002-25 
Registro de asistencia de 
funcionarios amparados 
por leyes especiales 

C-097-25 

Convocatoria de la asamblea 

de propietarios de una pro-

piedad horizontal 

C-032-25 
Bonificación a funciona-
rios que han sido movili-
zados laboralmente  

C-110-25 

Descuento a jubilados en el 

valor de medicamentos 
C-094-25 

Anulación de oficio de 
actos administrativos 

C-108-25 
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De interés general 

Anulación de informes de las 
comisiones en una contratación 
pública   

Sala Tercera. Sentencia de 19 de diciembre  
de 2024. 

Acto administrativo impugnado. El Banco 
Nacional de Panamá interpone demanda 
contencioso administrativa de nulidad para 
que se declare nula, por ilegal, la Resolución 
155-2022-PLENO/TACP de 17 de agosto de 
2022, emitida por el Tribunal Administrativo 
de Contrataciones Públicas (TACP). 

Fundamento de la demanda. Los apodera-
dos judiciales del Banco Nacional de Panamá 
explicaron que el banco convocó a licitación 
pública para la adquisición de suéteres, en la 
cual Creaciones Publicitarias, S.A., resultó 
adjudicataria; sin embargo, esta adjudicación 
fue impugnada ante el TACP, el cual anuló 
parcialmente el informe de la comisión verifi-
cadora y ordenó una nueva verificación de la 
oferta de Confecciones Comodoro, S.A., so-
bre las muestras del producto; la nueva comi-
sión determinó que dicha oferta no cumplía 
con los requisitos, pero el TACP adjudicó el 
contrato a Confecciones Comodoro, S.A., ar-
gumentando una valoración desigual de la 
oferta, a pesar de que informes anteriores se-
ñalaban que esta empresa no cumplía con las 
condiciones del pliego de cargos. 

Consideraciones de la Sala. El caso en 
cuestión involucra al Banco Nacional de Pa-
namá como demandante, impugnando la Re-
solución del TACP que adjudicó un acto públi-
co a Confecciones Comodoro, S.A., revocan-

do una adjudicación anterior a Creaciones 
Publicitarias, S.A. 

El acto público en cuestión se originó por la li-
citación para la “Adquisición de Suéteres Esti-
lo Polo de Tejido de Punto, Secado Rápido 
para todos los colaboradores del Banco Na-
cional a Nivel Nacional”. Inicialmente, se adju-
dicó a Creaciones Publicitarias, S.A., ya que 
su oferta cumplió con los requisitos del pliego 
de cargos, según el informe de la comisión 
verificadora. 

El TACP, tras un recurso de impugnación, 
anuló parcialmente el informe de la comisión 
verificadora original y ordenó la conformación 
de una nueva comisión para analizar la pro-
puesta de Confecciones Comodoro, S.A., es-
pecíficamente en el punto de las muestras del 
producto, al considerar que la verificación ini-
cial no fue objetiva. 

La nueva comisión determinó que Confeccio-
nes Comodoro, S.A., no cumplió con el punto 
8 de los requisitos sobre las muestras del 
producto. 

El Banco Nacional de Panamá argumenta 
que el TACP violó la Ley 22 de 2006 y el De-
creto Ejecutivo 439 de 2020, que regulan la 
función y los procedimientos de las comisio-
nes verificadoras. Alegan que el TACP, aun-
que podía anular el informe de la comisión 
original, no debió adjudicar directamente a 
una oferta que no cumplía con todos los 
requisitos. 

La Sala Tercera destaca que, según el 
procedimiento de licitación pública, el precio 
es un factor determinante, siempre y cuando 
se cumplan todos los requisitos técnicos del 
pliego de cargos. La adjudicación se realiza al 

Sección III. Jurisprudencia 

Extractos de sentencias de la Corte Suprema de Justicia 
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proponente con el mayor puntaje en la meto-
dología de ponderación, siempre que cumpla 
con los requisitos mínimos obligatorios. 

La Sala interpreta que el TACP, a pesar de 
anular parcialmente el informe de la comisión 
verificadora, adjudicó el contrato directamente 
a Confecciones Comodoro, S.A., basándose 
en que la verificación inicial fue desigual y 
que detalles como un botón de repuesto po-
dían exigirse al adjudicatario posteriormente. 

La Sala Tercera fundamenta su decisión en 
los artículos 68 y 69 de la Ley 22 de 2006 y el 
artículo 129 del Decreto Ejecutivo 439 de 
2020, que establecen que los informes de las 
comisiones verificadoras solo pueden anular-
se por contravenciones a la ley o al pliego de 
cargos, y que las decisiones deben basarse 
en dichos informes. 

La Sala concluye que la Resolución del TACP 
se dictó en contravención de los artículos 68 y 
69 de la Ley 22 de 2006, ya que el TACP no 
consideró la recomendación de la última co-
misión verificadora designada y adjudicó el 
contrato directamente, sin designar nuevos 
comisionados ante las supuestas falencias 
del informe original, lo cual no está permitido 
por la ley. 

De interés local 

Prohibición del cobro de 
impuestos municipales sobre 
actividades de electricidad con 
incidencia nacional 

Sala Tercera. Sentencia de 26 de septiembre 
de 2024. 

Acto administrativo impugnado.  La socie-
dad AES Panamá, S.R.L., interpone demanda 
contencioso administrativa de nulidad contra 
el renglón “Empresas generadoras y/o distri-
buidoras de electricidad, fotovoltaicas, de pa-
neles solares y de generación eólica”, del có-

digo N.° 1.1.2.5.99 (otros N.E.O.C.), conteni-
do en el artículo 19 del Acuerdo Municipal 20 
de 17 de mayo de 2021, emitido por el Con-
cejo Municipal del distrito de Pesé, integrando 
en la misma la solicitud de suspensión provi-
sional del acto administrativo impugnado. 

Fundamento de la demanda. La apoderada 
legal de la actora fundamenta su demanda 
señalando que la actividad de generación de 
electricidad de AES Panamá, S.R.L., y demás 
empresas similares, tiene incidencia fuera del 
distrito de Pesé, pues la energía es adquirida 
para consumo nacional e internacional. Alega 
que el cobro de tributos municipales vulnera 
el artículo 4 de la Ley 26 de 1996, que reser-
va a la Nación la tributación sobre servicios 
de electricidad de carácter nacional y extra-
distrital, salvo algunas excepciones. También 
considera infringidos los artículos 17, numeral 
8; 21, numeral 6; 74 y 79 de la Ley 106 de 
1973, que limitan a los concejos municipales 
a gravar únicamente actividades no sujetas a 
tributación nacional.  

Decisión de la Sala Tercera. La Sala Terce-
ra, en ejercicio de su competencia constitucio-
nal y legal, analiza la demanda contencioso-
administrativa de nulidad interpuesta por la 
sociedad AES Panamá, S.R.L., contra un ren-
glón del artículo 19 del Acuerdo Municipal 20 
de 2021 del Concejo Municipal de Pesé, que 
grava a las empresas generadoras y/o distri-
buidoras de electricidad, fotovoltaicas, de pa-
neles solares y de generación eólica. 

La controversia gira en torno a la competen-
cia del Concejo Municipal de Pesé para esta-
blecer tributos municipales sobre actividades 
de generación y distribución de electricidad, 
considerando el alcance y las limitaciones 
que la Constitución y la ley imponen sobre la 
potestad impositiva de los municipios. 

La Constitución reconoce la autonomía muni-
cipal para crear o eliminar impuestos, pero 
condiciona esta facultad a los límites estable-
cidos por la ley. En especial, los artículos 232, 
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234, 242 y 245 de la carta magna delimitan 
claramente que los impuestos municipales no 
deben tener incidencia fuera del distrito, salvo 
excepciones legales. 

La Ley 106 de 1973 desarrolla el régimen mu-
nicipal, permitiendo a los concejos municipa-
les establecer tributos, pero prohíbe gravar 
actividades que ya hayan sido gravadas por 
la Nación, salvo autorización expresa de una 
ley. El artículo 79 refuerza que para imponer 
impuestos municipales sobre actividades pre-
viamente gravadas a nivel nacional se requie-
re una autorización legal específica. 

El artículo 4 de la Ley 26 de 1996 clasifica el 
servicio de electricidad como un servicio pú-
blico de carácter nacional y extradistrital, gra-
vado exclusivamente con tributos nacionales, 
exceptuando impuestos específicos como 
anuncios, placas para vehículos y construc-
ción de edificaciones. 

El Acuerdo Municipal 20 de 2021 grava activi-
dades de generación y distribución de electri-
cidad, las cuales, por su naturaleza de servi-
cio público de carácter nacional, no pueden 
ser objeto de tributos municipales, conforme a 
la prohibición expresa del artículo 4 de la Ley 
26 de 1996. 

El Municipio alegó que el artículo 110 de la 
Ley 37 de 2009, sobre descentralización, per-
mite el cobro proporcional de tributos con inci-
dencia extradistrital. Sin embargo, la Sala ob-
serva que esta norma no aplica a actividades 
clasificadas como servicios públicos naciona-
les, como es el caso de la generación de 
electricidad. 

La Sala aclara que el artículo 110 de la Ley 
37 de 2009 regula actividades extradistritales 
que no son servicios públicos. Por tanto, no 
justifica la imposición de un tributo municipal 
sobre la generación de electricidad, actividad 
reservada exclusivamente al régimen de tribu-
tación nacional. 

Además, se destaca que no existe ninguna 
norma de rango legal que haya autorizado ex-
presamente al Municipio de Pesé a gravar 
una actividad ya sujeta a tributación nacional, 
lo que refuerza la improcedencia del grava-
men impugnado. 

La Sala concluye que concurren los cargos de 
ilegalidad planteados por la sociedad deman-
dante y, en consecuencia, declara la nulidad 
del renglón impugnado del Acuerdo Municipal 
20 de 2021, por violar el principio de legalidad 
tributaria y las disposiciones constitucionales 
y legales aplicables. 

Traslape parcial de fincas 6-2-2025 

Sanción por incumplimiento 
del derecho de acceso a la 
información 

31-1-2025 

Desvinculación fundada en 
un acto de desacreditación 
de carrera no ejecutoriado 

13-12-2019 

Tarifas por servicios de cua-

rentena agropecuaria 

13-1-2025 

Responsabilidad extracon-

tractual del Estado derivada 

de un delito contra la libertad 

Individual  

10-4-2025 

Fuero laboral especial por 

enfermedad crónica 
31-3-2025 
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Sección IV. Orientación al ciudadano 

Mediante la Ley 456 de 15 de noviembre de 
2024, publicada en la Gaceta Oficial n.° 
30160-A, se declaró patrimonio cultural pana-
meño la Ruta Colonial Transístmica de 
Panamá. 

¿Cuál es el objetivo de esta ley? 

Su propósito es proteger, conservar, custo-
diar, salvaguardar y poner en valor la Ruta 
Colonial Transístmica de Panamá de manera 
integral, además de fomentar su interpreta-
ción y divulgación para las actuales y futuras 
generaciones. 

¿Qué incluye la Ruta Colonial 
Transístmica? 

La Ruta Colonial Transístmica está conforma-
da por los siguientes sitios históricos: 

• Conjunto Monumental de Portobelo y San 
Lorenzo. 

• Conjunto Monumental del Casco Antiguo. 

• Sitio Arqueológico de Panamá Viejo. 

• Camino Real. 

• Camino de Cruces. 

• Ruinas de la Capilla de la Palangana o Ca-
pilla de Cárdenas. 

Términos claves según la ley? 

• Patrimonio arqueológico. Vestigios terres-
tres y subacuáticos de actividad humana, 
descubiertos a través de métodos arqueoló-
gicos. Estos bienes, que ayudan a recons-
truir la historia y las culturas del pasado, 

son propiedad exclusiva del Estado 
panameño. 

• Atributos. Características de un bien que re-
flejan o expresan su valor universal ex-
cepcional. Pueden ser tangibles 
(estructuras, objetos) o intangibles 
(tradiciones, conocimientos). 

• Autenticidad. Vínculo entre los atributos y el 
valor universal excepcional. 

• Datum. Conjunto de puntos de referencia 
en la superficie terrestre, usados para defi-
nir coordenadas geográficas (latitud/
longitud) y establecer sistemas de 
medición.  

• Zona de amortiguamiento. Área delimitada 
alrededor de un bien cultural que contribuye 
a su protección, conservación, gestión, 
integridad, autenticidad y sostenibilidad de 
su valor universal excepcional. Su uso y 
desarrollo están restringidos de forma 
jurídica. 

¿Cómo será la zonificación de estos 
sitios? 

Cada camino o sitio histórico seguirá las nor-
mativas establecidas en los planes de manejo 
de los parques nacionales donde se 
encuentran:  

• Camino Real: Se regirá por el Plan de Ma-
nejo del Parque Nacional Chagres y el Par-
que Nacional Portobelo, que protege los re-
cursos culturales en su alineamiento y zona 
de amortiguamiento. 

• Camino de Cruces: Estará bajo la zonifica-
ción del Plan de Manejo del Parque Nacio-
nal Camino de Cruces y el Parque Nacional 

La Ruta Colonial Transístmica de Panamá:  
Patrimonio cultural de la Nación 

Dalquis Lurde Stanziola 
Analista de Documentación Jurídica  del Departamento de Documentación Jurídica e Investigación 
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Soberanía, asegurando la protección de su 
alineamiento y áreas adyacentes. 

• Ruinas de la Capilla de la Palangana: Se 
regirán por el Plan de Manejo del Parque 
Nacional Camino de Cruces, además de las 
normativas establecidas en la Ley 14 de 
1982, la Ley 175 de 2020 y el Decreto Eje-
cutivo 2 del 5 de abril de 2024. 

En los planes de manejo de los parques na-
cionales mencionados están contemplados 
los lineamientos para la protección del Ca-
mino Real, el Camino de Cruces y el de la 
Capilla de la Palangana.   

¿Qué significa establecer una zona de 
amortiguamiento  para los sitios históricos 
objeto de esta ley? 

Significa que se delimita un área protegida al-
rededor de estos sitios históricos, la cual debe 
mantenerse libre de construcciones y cam-
bios que afecten su entorno natural o cultural. 
Solo se permitirán intervenciones necesarias 
para la visita, interpretación, puesta en valor o 
estudio de los sitios, y siempre deberán con-
tar con la aprobación previa de la Dirección 
Nacional de Patrimonio Cultural. En algunos 
casos, también será obligatorio realizar un es-
tudio de impacto patrimonial. 

Las zonas de amortiguamiento establecidas 
son: 

• Para el Camino Real y el Camino de Cru-
ces: 15 metros a cada lado desde el centro 
del camino. Si hay empedrado visible, se 
mide desde las líneas maestras en los 
extremos. 

• Para las Ruinas de la Capilla de la Palanga-
na: un polígono de 20 metros alrededor del 
monumento. 

¿Qué sanciones existen por incumplir esta 
ley? 

Toda persona que realice excavaciones sin 
permiso o construcciones que afecten estos 
sitios será sancionada conforme a: 

• El Capítulo XVII de la Ley 175 de 2020. 

• El Capítulo VII, Título VI del Texto Único del 
Código Penal de Panamá. 

¿Quién otorga los permisos para 
investigaciones arqueológicas en la Ruta 
Colonial Transístmica? 

El Ministerio de Cultura, a través de su Direc-
ción Nacional de Patrimonio Cultural, es la 
entidad encargada de otorgar los permisos 
para realizar investigaciones arqueológicas 
dentro de la Ruta Colonial Transístmica de 
Panamá, que incluye: 

• El Camino Real. 

• El Camino de Cruces. 

• Las Ruinas de la Capilla de la Palangana. 

¿Cómo se gestionará esta Ruta 
Patrimonial? 

Como parte del manejo operativo de la Ruta, 
se adoptará el Sistema de Gestión Interinsti-
tucional para el Manejo del Bien Seriado, que 
es el conjunto de sitios que conforman la Ruta 
Colonial Transístmica. Este sistema trabajará 
conforme a la legislación vigente, y se encar-
gará de: 

• Conservar y restaurar los sitios 

• Promover su investigación y divulgación 

• Realizar su mantenimiento de forma 
continua 

Además, se elaborará un Plan de Gestión de 
Riesgos para toda la Ruta, incluyendo el Ca-
mino Real, el Camino de Cruces y las Ruinas 
de la Capilla de la Palangana, con el objetivo 
de proteger estos importantes tesoros históri-
cos frente a amenazas naturales o humanas. 
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Sección V. Buenas prácticas 

Medidas relacionadas con la acción 
de plantar árboles o arbustos en 
entornos rurales y urbanos a nivel 
nacional 

Mediante la Resolución DM-0560-2024 se 
suspende toda actividad de reforestación de 
árboles y arbustos en las líneas o redes de 
servicios básicos públicos de los entornos 
urbanos y rurales, a nivel nacional, hasta 
tanto el Ministerio de Ambiente, en 
coordinación con los municipios, elabore un 
Plan o Guía de Arborización para reforesta-
ción o plantación en espacios públicos y 
privados. 

Se promueve, a nivel nacional, la eliminación 
ordenada, remoción y reubicación de los ár-
boles y arbustos localizados en áreas que 
ocupan las líneas o redes de servicios bási-
cos públicos en entornos urbanos y rurales, 
sujeto a lo establecido en los artículos 23 y 24 
de la Ley 1 de 3 de febrero de 1994. 

Se advierte que, cuando los árboles o arbus-
tos a remover se encuentren ubicados en 
áreas protegidas, se requisito la presentación 
de la viabilidad ambiental emitida por la Direc-
ción de Áreas Protegidas y Biodiversidad.  

Las personas interesadas en realizar trabajos 
de remoción y reubicación de árboles o ar-
bustos ubicados en las líneas o redes de ser-
vicios básicos públicos en entornos urbanos y 
rurales deberán solicitar un visto bueno, pre-
via inspección técnica por parte de la Direc-
ción Regional del Ministerio de Ambiente que 
corresponda, la cual deberá coordinar con el 
municipio que concierna, antes de proceder 
con dicha remoción. 

 

Aplicación de multas por 
usufructuar ribera de playa y/o 
fondo de mar sin autorización 

Mediante la Resolución ADMG-021-2025 de 
21 de enero de 2025, dictada por la Autoridad 
Nacional de Administración de Tierras y publi-
cada en la Gaceta Oficial n.° 30206-A de 38 
de enero del año en curso, se establece que 
toda persona natural o jurídica que esté utili-
zando áreas de dominio público —
entendiéndose como tales la ribera de playa, 
playa, fondo de mar e isla— y que, al ser re-
querido por personal del Departamento de 
Concesiones y Arrendamiento de Tierras, no 
mantenga expediente activo con esta Autori-
dad o, en su caso, contrato refrendado por 
parte de la Contraloría General de la Repúbli-
ca de Panamá, será objeto de una multa, de 
acuerdo con lo dispuesto en la esta 
resolución. 

Para la aplicación de multas por usufructo ile-
gal de áreas de dominio público, el Departa-
mento de Concesiones y Arrendamientos rea-
lizará inspecciones técnico-oculares a nivel 
nacional, a fin de identificar el uso que se les 
está dando a estas áreas, quiénes las están 
utilizando y si cuentan o no con expediente 
activo en la Autoridad Nacional de Administra-
ción de Tierras o, en su caso, si disponen de 
un contrato de concesión o arrendamiento re-
frendado por la Contraloría General de la Re-
pública de Panamá. 
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La parte técnica levantará un informe deta-
llando todos los hallazgos encontrados en el 
área inspeccionada, acompañado de fotogra-
fías del sitio, los cuales servirán como ele-
mentos de juicio para que el Administrador 
General de la Autoridad Nacional de Adminis-
tración de Tierras, previo informe del Departa-
mento de Concesiones y Arrendamientos, 
aplique la multa correspondiente. 

El usufructuario contará con un plazo de quin-
ce días hábiles para presentar su solicitud de 
concesión y/o arrendamiento ante la Autori-
dad Nacional de Administración de Tierras, a 
partir de la notificación de la resolución que 
impone la sanción por el uso ilegal de áreas 
de dominio público. La Autoridad se reserva 
el derecho de ordenar la demolición de las 
obras construidas en el área, restaurarlas a 
su condición original o arrendarlas a sus ocu-
pantes, según convengan a los intereses 
públicos. 

Programa de Saneamiento de 
Panamá 

Con el objetivo de recobrar y restituir los sis-
temas de aguas de ríos y quebradas, ampliar 
los sistemas de recolección, construir siste-
mas de tratamiento de aguas residuales y sa-
near la ciudad y la Bahía de Panamá, el Esta-
do panameño, fundamentado en el bienestar 
social, ambiental, en los recursos disponibles 
y en su desarrollo económico, crea el Progra-
ma de Saneamiento de Panamá, bajo la di-
rección de la Unidad Coordinadora del Pro-
grama de Saneamiento de Panamá, nivel téc-
nico adscrito al Ministerio de Salud 

Este programa tiene como finalidad mitigar 
los posibles riesgos que puedan afectar la sa-
lud pública, derivados de enfermedades de 
origen hídrico en áreas consideradas insalu-
bres y negativas para el desarrollo humano 
urbano. La Unidad Coordinadora tendrá como 
función principal la gestión administrativa y 
operativa del saneamiento de la capital y su 

bahía, promoviendo. De forma simultánea, el 
mejoramiento en la calidad de vida de la po-
blación, la protección del medio ambiente y 
efectos positivos en la economía. 

El Programa de Saneamiento de Panamá se 
estructura en cuatro componentes: redes de 
alcantarillado sanitario, líneas colectoras, sis-
tema interceptor y planta de tratamiento de 
aguas residuales. 

Para la ejecución de las acciones, el progra-
ma contará con instrumentos de gestión am-
biental, los cuales incluirán el levantamiento 
de una línea base y el monitoreo de la calidad 
de agua de los ríos y quebradas de la ciudad 
de Panamá, así como la calidad del agua ma-
rina de la Bahía de Panamá, en conjunto con 
los estudios de impacto ambiental requeridos 
por la normativa jurídica ambiental vigente. 

Como parte de su política de compromiso con 
el ambiente y en el marco de la norma ISO 
14001:2015 (Sistemas de gestión ambiental), 
la Unidad Coordinadora del Programa ha im-
plementado, entre sus iniciativas, el programa 
denominado Buenas Prácticas Ambientales, 
que consiste en acciones orientadas a reducir 
el impacto ambiental negativo causados por 
procesos productivos o de servicios, mediante 
la modificación o mejora de los comporta-
mientos habituales, generando así cambios 
positivos en los procesos y actividades de las 
organizaciones. 
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